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    Para Nicolás y Abril, porque alegran mi vida cada día


     


     


    Para Paola, mi compañera de siempre, hemos estado juntos en cada batalla de la vida

  




  
    CAPÍTULO 1. REALIDADES PARALELAS


    El hábito del presidente Gustavo Petro de manejar asuntos trascendentales de la agenda pública o del Estado a través de su cuenta de X no solo muestra un estilo particular, sino que también permite construir un análisis del porqué de sus decisiones y del rumbo que luego tomaron.


    Sobre la personalidad y la forma de gobernar del presidente Petro hay muchos análisis y comentarios; de hecho, ad portas de cumplir tres años en el poder, y a punto de entrar en la recta final, se puede afirmar que ha sido un Gobierno en el que la prensa ha examinado con mayor foco la personalidad y situación íntima del presidente, al menos, al compararlo con antecesores recientes. También es cierto que, como dice María Teresa Ronderos: “A este gobierno le dan más palo que a otros que hacían cosas parecidas” (Neira, 2024, 14 de diciembre).


    El caso es que, si se revisan esos anuncios trascendentales, a través de los mensajes en X, se encuentran ejemplos como:


    La ruptura de la coalición de Gobierno en pleno periodo legislativo, en abril de 2023, o mensajes en un tono que llegó a ser calificado de amenazante, como los enviados después del hundimiento virtual de la reforma laboral, en marzo de 2025, y que antecedieron el anuncio del presidente de convocar una consulta popular ante lo que él considera un bloqueo institucional.


    Otro, se refiere a los múltiples ceses al fuego con cinco actores armados anunciado el día 31 de diciembre de 2022, sin previa organización con el mando militar y, al parecer, sin haberlo concertado ni siquiera con el comando de cada grupo, al punto de que, tres días después, líderes del ELN salieron a desmentir al presidente de la República.


    Y el tercero, y quizá más trascendental ejemplo, es la postura del Gobierno sobre la deportación de colombianos desde Estados Unidos a inicios de 2025, en pleno regreso al poder de Donald Trump, quien estaba en una actitud de “pisar fuerte” y con un discurso abiertamente amenazante contra países como Panamá, México y Canadá. Los mensajes de Petro, publicados en X a las 3 de la madrugada, causaron una tremenda crisis diplomática con ese país debido a las amenazas de la Casa Blanca con un incremento arancelario muy perjudicial económicamente, así como la suspensión de la expedición de visas.


    Todos esos mensajes dejan ver, ante los ojos de la sociedad colombiana, a un presidente que no consulta con su equipo de expertos temas sensibles para el país y que toma decisiones de forma impulsiva. Igualmente, muestran que la planeación y la microgerencia no son las principales cualidades de Gustavo Petro.


    Pareciera que gran parte de su actividad política y de Gobierno pasa, no solo por la red X, sino también por sus comunicaciones directas a través de una aplicación de mensajería diferente a WhatsApp, un canal donde le da prioridad a los temas que después lleva a la agenda y a la conversación nacional. Esto no sería un problema en un escenario donde los miembros de su propio Gobierno pudieran acceder a él de forma rutinaria. Pero como dicho escenario no existe, casi siempre el presidente termina maximizando un tipo de información y desechando otra sin un método claro.


    Lo que se sabe es que la mayoría de sus ministros se quejan de que es imposible hablar con él de forma presencial y que, aunque da líneas generales, no se involucra mucho en el detalle. Además, todo indica que muchos de los que tienen acceso a su chat de la red Line —la línea más directa con Petro—, se caracterizan por “pedalearlo”, es decir, por hablarle de manera complaciente para ratificarle sus posiciones, sin contradecirlo, con el ánimo de atizar los escenarios de debates y discusiones.


    También se dice que quienes hablan con el presidente lo perciben sobreinformado en algunos asuntos —incluso, con un nivel de detalle que solo tienen expertos—, pero, en contraste, con apenas datos de referencia en otros temas que pueden estar en plena agenda mediática.


    La Silla Vacía publicó un texto que se hizo viral, titulado: “Cinco rasgos del liderazgo de Petro que reflejó el episodio con Trump” (León, 2025) justo después de aquella madrugada crítica. En ese reporte se hablaba sobre el desorden de la vida personal del presidente, desprecio a funcionarios y narcisismo, entre otras características, las cuales corresponden a esa dualidad entre sobreinformación, desconocimiento e impulsividad.


    Este libro no busca hacer un análisis psicológico del presidente, ni mucho menos una investigación sobre su vida privada. Pero lo cierto es que, como se verá en el transcurso de todos los capítulos, Gustavo Petro tiene al menos tres rasgos predominantes.


    Por un lado, una relación atípica con sus ministros y funcionarios: no los recibe en privado, no establece una estrategia de seguimiento de metas y tiene con ellos una relación que se basa, más bien, en órdenes generales y gaseosas; es decir, un escenario en el que deben interpretarlo y, si no se le interpreta bien, lo más probable es que ese funcionario salga de su cargo.


    Un segundo rasgo que queda claro es que Gustavo Petro se mueve en círculos de confianza. De ahí que su círculo más cercano, el que le habla al oído, tiene más poder que los propios ministros. Muestra de ello es Augusto Rodríguez, exintegrante del M-19 que, aunque es director de una entidad distante del Gobierno central, como la Unidad Nacional de Protección, forma parte del círculo más cercano del presidente y hace presencia en los consejos de Gobierno (aunque luego del consejo de ministros televisado cayó parcialmente en desgracia). Así las cosas, al presidente le llega información procesada y priorizada por otros, pero sin una ponderación previa.


    Tal vez, eso explica la mencionada crisis diplomática con Estados Unidos, en la que, al parecer, dos o tres personas comenzaron a escribirle por Line, mostrándole videos de la llegada de deportados a México y Brasil, las protestas diplomáticas de ambos países y, al parecer, lo “pedalearon” tanto que, al final, escribió el mensaje en X de las 3:40 a. m., con las consecuencias ya explicadas.


    Por último, el presidente tiene una prioridad de política pública —en temas como la transición energética, la reforma agraria, etcétera—, pero hay otros asuntos que, aunque son importantes, salen a medida que el presidente se despliega en territorio. Es decir, como se vio en el primer consejo de Gobierno televisado, el 4 de febrero de 2025, pareciera que no hay una prioridad para la ejecución, o en asuntos de implementación; todo se hace sobre la marcha, como dicen los campesinos: “Asando y comiendo”.


    CONSEJO DE MINISTROS TELEVISADO


    Horas antes del consejo de ministros televisado del 4 de febrero de 2025, el presidente Petro supo que entre su gabinete había un malestar muy grande con el nombramiento de Armando Benedetti como jefe de despacho. No era la primera vez que enfrentaba eso. Tiempo atrás, había ocurrido lo mismo cuando nombró a Benedetti en la misión diplomática de la FAO, en Roma. Temiendo que de nuevo se presentara una revuelta de los ministros del Pacto Histórico, quienes en aquella oportunidad no entraron al consejo de ministros, decidió televisar en directo el consejo, sin ninguna planeación y además enfocó su desarrollo en el cumplimiento de metas; solo tres funcionarios de los que estaban en la mesa lo supieron previamente.


    De hecho, el ministro Juan Fernando Cristo, entonces en la cartera de Interior, le dijo al presidente: “Esto puede salir mal”; aun así, Petro continuó adelante. Luego, en la puesta en escena, la situación se salió de control. Algunos creyeron que, con el informe de cumplimiento de metas, los ministros se quedarían callados y no habría revuelo mediático, más allá de dar la imagen de que el presidente estaba jalando las orejas. Pero no, los ministros no se quedaron callados y arremetieron contra Benedetti; al final, se sacaron los ojos y se dio la peor crisis ministerial del Gobierno y, si bien ante un sector de la sociedad Petro salió bien librado —porque dio una imagen de transparencia—, lo cierto es que en el mundo político el resultado fue de caos y canibalismo, lo que llevó a la salida de varios ministros del ala más de izquierda del gabinete: Susana Muhamad, Alexander López y Gloría Inés Ramírez.


    Ese consejo de ministros televisado sin dudas fue traumático, mostró un Gobierno fracturado y con dificultades serias para cumplir las promesas de campaña. Aquel experimento plantea preguntas sobre la intención de Petro al llevarlo a cabo.


    Algunos dijeron que detrás había un intento de copar la agenda mediática —uno de los métodos que con frecuencia utiliza Petro, como lo veremos líneas más adelante—, y darle aire al segundo tiempo del Gobierno, lo cual evidentemente tampoco salió bien. Otros hablaron de que era una estrategia para lavar la imagen del presidente y culpar a los ministros de los incumplimientos. Y otros más, aseguraron todo lo contrario: que la idea era abonar el camino político para muchos ministros que luego saldrían a competir electoralmente.


    Lo que quedó claro es que hubo improvisación. La razón que se conoció, y que más credibilidad genera, es que el presidente no quería otra protesta de los ministros del ala dura. Y, evidentemente, la agenda mediática anuló cualquier otro debate, como el de la crisis de violencia en el Catatumbo, o el de la crisis diplomática con Estados Unidos.


    Fue una gran improvisación que causó un verdadero cisma dentro del Gobierno. Una autoflagelación difícil de entender, pero que se explica en esta personalidad del presidente Petro de estar siempre saltando la cerca, en su necesidad de estar al límite y de intentar copar la agenda mediática del país.


    EL CANIBALISMO DE IZQUIERDA


    Los problemas internos en los partidos políticos, y dentro de sus estructuras, son bastante comunes. Pero lo que ocurre en el Pacto Histórico y en otras colectividades aliadas o afines (como el Partido Verde o como Soy porque Somos) tiene una diferencia y es que las disputas se hacen públicas y son mediáticas. Pero, además, tienden a ser depredadoras. Es lo que yo denomino la formidable capacidad del Gobierno Petro para autoflagelarse. De eso hay ejemplos bastante elocuentes.


    El primero se refiere a la compleja relación del presidente Petro con la vicepresidente Francia Márquez. Los distanciamientos comenzaron desde el 2021, debido a la conformación de la lista para la elección del Senado de la República. La entonces precandidata Márquez, de Soy porque Somos, sintió que quedó por fuera de la baraja de principales candidatos, ya que Carlos Rosero, su ficha en esa elección, no quedó entre los primeros 20 lugares de la lista cerrada del Pacto Histórico. Entonces, Francia prefirió retirar a sus candidatos.


    La siguiente tensión se dio en la consulta. La entonces precandidata quedó en segundo lugar con una alta votación y el entonces ganador de esas primarias, Gustavo Petro, ya previamente se había inclinado por otra persona como su fórmula vicepresidencial. Finalmente, pesó más la declaración pública, hecha antes de esa elección, con un compromiso: que quien quedara en segundo lugar de la consulta sería la fórmula del ganador.


    Las tensiones continuaron ya en el ejercicio de Gobierno, llegado a su punto más crítico en el mencionado consejo de ministros televisado. Pero lo que ocurrió esa noche en la transmisión en vivo había empezado a gestarse semanas atrás, en los primeros días de enero de 2025. En ese momento, Francia Márquez fue quien lideró la rebelión por el nombramiento de Armando Benedetti; fue ella quien públicamente cuestionó esa decisión del presidente.


    Al final, la vicepresidente —fundadora y titular del Ministerio de la Igualdad— entró en la baraja de los relevos ministeriales, pero jamás presentó su carta de renuncia, aunque el presidente había exigido esa dimisión protocolaria a todo su gabinete. El caso es que Francia Márquez dejó de ser ministra y Petro nombró en su lugar a quien fuera el principal escudero de la Francia lideresa y candidata: Carlos Rosero. En el segundo consejo de ministros televisado —ya más planeado y con menos improvisación— resultó muy significativa la ausencia de la vicepresidenta Márquez.


    Hay disputas también dentro del Pacto Histórico y, particularmente, entre Gustavo Bolívar y María José Pizarro. El primero acusa a la segunda de una conspiración para limitar su carrera política y la segunda lo niega. Al final, cada cual toma decisiones políticas para bloquear las aspiraciones del otro. Se podría decir que Gustavo Bolívar tiene como objetivo bloquear cualquier aspiración de Pizarro. Literalmente, se sacan los ojos y nadie los detiene.


    Son parte de los ejemplos de la increíble capacidad de la izquierda para autoflagelarse y practicar el canibalismo, como una característica propia de estas toldas ideológicas.


    Nuevamente, ante los ojos del mundo político queda la idea de un caos, incapacidad de coordinarse y, sobre todo, incapacidad de tramitar los conflictos políticos entre copartidarios. Todos los partidos viven estos conflictos, pero los saben tramitar de mejor forma y, siempre, entienden que es mejor el espíritu de cuerpo que el canibalismo. En la izquierda esto no es así.


    Otro ejemplo de disputas internas —que al cierre de este libro aún le falta el desenlace— es la formación del Partido Único que se vislumbra como un proyecto cada vez más complejo por las desconfianzas en la conformación de listas, por la forma como se entregan avales y por quién los entregará. Sectores de izquierda liderados por figuras como Clara López, Martha Peralta, Carlos Caicedo, de Fuerza Ciudadana, o la propia Francia Márquez, con Soy porque Somos, se han alejado de la idea del partido único y buscan montar toldas aparte para el 2026.


    La cereza del pastel en el ambiente de división corrió por cuenta de los listados que entregó Luis Carlos Reyes, exministro de Comercio y exdirector de la Dian, sobre 28 congresistas, muchos de ellos del oficialismo que, supuestamente, fueron a pedirle favores cuando él estaba en la Dirección Nacional de Impuestos, como nombramientos, traslados o ascensos.


    Las revelaciones de Reyes se dieron en medio del escándalo por la información que empezaba a conocerse de Diego Marín Buitrago, conocido con el alias de “Papá Pitufo”, quien, al parecer, lleva más de dos décadas manejando redes de contrabando, supuestamente, comprando altos mandos de la Policía Fiscal y Aduanera (POLFA).


    Es decir, en ese contexto, los políticos que le hicieron sugerencias de nombramientos al entonces director de la Dian quedaron en entredicho porque, en el momento de las revelaciones, también se supo que el modus operandi de personajes como Papá Pitufo es sobornar y comprar funcionarios del sistema aduanero. La pregunta que quedó en el ambiente fue: ¿Para qué querían esos políticos tener conocidos suyos en cargos clave de la Dian en ciudades con puertos marítimos?


    Las disputas más feroces de Reyes con sus mencionados —algunos, reconocidos funcionarios del Gobierno— fueron en redes sociales y en los micrófonos de las grandes emisoras de radio. Se enfrentó con el embajador Roy Barreras y con el recién posesionado ministro del Interior, Armando Benedetti, a quien le enrostró pantallazos de chat con la evidencia de sus peticiones de nombramientos.


    Peleas en público, en las que todos se quieren comer entre todos; una muestra de canibalismo único.


    NOMBRAMIENTOS SORPRENDENTES Y NUEVOS MINISTROS


    Los cambios en el gabinete de Petro han sido una constante. A tres años de Gobierno, algunos casos puntuales resultan sorprendentes y, sobre todo, difíciles de explicar a la opinión pública.


    Uno de los más inesperados se refiere al segundo ministro de Defensa de la época Petro, el general en retiro Pedro Sánchez. En la Constitución de 1991 la sociedad colombiana pactó que la cabeza del Ministerio de Defensa sería un civil y no un militar, planteando un cambio en lo que disponía la Constitución de 1886.


    La decisión en 1991 era una respuesta a todos los desmanes en materia de derechos humanos que hubo, sobre todo, entre 1948 y 1989. Nadie, ni siquiera Uribe o Pastrana en el peor momento del conflicto armado, se atrevió a nombrar a un militar como ministro. Era una línea que nadie se había atrevido a cruzar.


    Los defensores del nombramiento, tanto petristas radicales, como miembros de la derecha, argumentaron que la crisis de seguridad lo ameritaba y que, ante los desafíos criminales, era mejor tener un hombre que conociera la seguridad por dentro. Sin embargo, los datos, aunque son complejos y la situación de seguridad es bastante mala, son mejores que aquellos presentados entre 1996 y 2005, la peor época de conflicto.


    En 2018 Colombia tenía poco más de 100 municipios muy afectados por violencia. Para 2022, al final del Gobierno Duque, la cifra había llegado a poco más de 200. Y con tres años de Gustavo Petro, la cifra se acerca a los 350 municipios.


    Efectivamente, hay un deterioro generalizado de la seguridad; más adelante se dedicará un capítulo a este tema. Pero, la solución a la crisis no se hace violando un precepto democrático; en cambio, la mejora en la seguridad es un tema de reorganizar la inteligencia, reformular la operatividad de la Fuerza Pública y aumentar el pie de fuerza. Las tres cosas llevan años y sin recursos y claridad operativa, una persona, así hubiera sido general, muy poco hará para enfrentar estos retos.


    Por el contrario, al nombrar un militar se incurrió en un retroceso democrático inmenso, deterioro que no se verá rápido, ni traerá consecuencias inmediatas; será lento y servirá para fundamentar un antecedente poderoso: si un presidente de izquierda violó tal principio, de aquí en adelante será fácilmente violado. Esas son las cosas que no se entienden de un Gobierno como el de Petro.


    Un segundo nombramiento de esos increíbles fue el de Armando Benedetti, quién venía de protagonizar varios escándalos, desde supuestas agresiones contra su esposa, hasta investigaciones en la Corte Suprema por el tema de Fonade, para terminar con las supuestas presiones para nombramientos en la Dian. Para muchos, era algo “esperable” que Benedetti fuera nombrado ministro, toda vez que estuvo en la campaña y fue uno de los pivotes fundamentales para que Gustavo Petro se convirtiera en presidente.


    Pero para otros es inconcebible que un personaje como Benedetti hubiese sido ministro, más aún en un Gobierno que dice promover el cambio político y social. Lo cierto es que, mediáticamente, y en términos políticos, dicho nombramiento le ha costado mucho al presidente Petro. Como se verá en un capítulo posterior, estos cambios afectan sustancialmente los niveles de lealtad de su bancada y el electorado no entiende estos nombramientos.


    Incluso, se podría decir que el cambio de ministro se dio sin mucha justificación, pues la salida de Juan Fernando Cristo, en enero de 2025, se hizo cuando la coalición de Gobierno estaba pactada y era mucho mejor la continuidad del entonces viceministro Gustavo Realpe, quien ya conocía al Congreso y garantizaba continuidad y capacidad de gestionar las reformas. Sin embargo, el presidente optó por Benedetti, aunque había asegurado que dejaría a Realpe.


    Parecía como si el presidente estuviera actuando para llevarles la contraria a quienes le critican la cercanía de Benedetti y con eso desafiar a la oposición y someter a su sector político. Efectivamente, luego de estos nombramientos y del traumático consejo de ministros, el ala de izquierda del Gobierno quedó sometida y doblegada y, al final, el presidente ganó la disputa, aunque a un costo mediático muy alto. Se podría decir que el nombramiento de Benedetti le permitió al presidente un juego a tres bandas.


    Lo principal, someter políticamente a su estructura política, la cual venía rebelándose desde varios meses atrás y, sobre todo, exigiendo mejor posicionamiento en el Gobierno nacional. El presidente sabía que debía tener todo el control de cara a las elecciones de 2026, por ende, doblegarlos era fundamental. Con esto que hizo de mantener a Benedetti, y sacar varios ministros que se le opusieron, garantizó el control no del Gobierno, el cual ya tenía, sino del proyecto político y, sobre todo, de todo lo que tiene que ver con las listas a Senado y Cámara para 2026, así como la configuración de una fórmula presidencial.


    Además de ello, alebrestó a la oposición y llevó la confrontación política a un nivel más alto. Este fue el segundo objetivo de dicho nombramiento: sacudir aún más el mundo político.


    Por último, el presidente Petro se dejó convencer de Benedetti y su habilidad de domesticar el mundo político, cosa que por ahora no ha pasado a pesar de las constantes filtraciones de información del ministro del Interior contra algunos políticos.


    DOS TIEMPOS EN LAS REALIDADES PARALELAS


    El llamamiento a una consulta popular por el presidente Petro, en marzo de 2025, como consecuencia del hundimiento de la reforma laboral, es una propuesta que adelantó la campaña del 2026 y puso el debate político del país en terrenos en los que petrismo y la oposición están de acuerdo: la confrontación política. A lo largo de varios capítulos regresaremos a esta idea y explicaremos las consecuencias que esto tiene para sectores de centro o no radicales. Por ahora, lo puntual es remarcar que la estrategia de la oposición y del Gobierno Petro tiene consecuencias que se podrían resumir en tres puntos.


    En primer lugar, una consecuencia directa está, al cierre de esta publicación, en desarrollo y crecimiento, y va a resultar determinante para el final de la administración y la campaña en busca de la elección de 2026. Estamos ante la democracia en la calle y la radicalización política —de ahí, la concordancia con el llamado a una consulta popular—.


    Desde el principio del periodo se sabía que el Gobierno Petro sería en dos tiempos. El primero, de intento de concertación, donde el gabinete era amplio, moderado y con amplia participación partidista que se utilizó para tranquilizar al país. Allí entran nombres como: José Antonio Ocampo, en Hacienda; Cecilia López, en Agricultura; Alejandro Gaviria, en Educación y un par de cuotas conservadoras y de la U. Así pasó inicialmente, pero luego vendría un segundo tiempo de petrismo puro, más que la izquierda.


    En 2023, ante el estancamiento de reformas, los episodios de fuego amigo y los debates mediáticos sin fin, el presidente envió el mencionado mensaje en X en el que dio por terminadas las relaciones con varios partidos y manifestó que la coalición de Gobierno había terminado.


    Inmediatamente se produjo un revolcón ministerial —en ese momento, la reforma a la salud había sido el detonante—, y el Congreso terminó en una especie de parálisis impresionante por casi un año. El nuevo ministro del Interior para ese momento, Luis Fernando Velasco, nunca pudo rehacer una coalición.


    Luego vino el inicio del segundo momento del periodo presidencial, el segundo tiempo, previsto con una serie de marchas y contramarchas. Sin embargo, luego de casi un año de tensiones, el presidente seleccionó a Juan Fernando Cristo como ministro del Interior, quien logró retrasar el desarrollo de este segundo tiempo y rápidamente rehízo las mayorías, principalmente en la Cámara de Representantes —porque en Senado nunca fue fácil para el Gobierno— lo que tranquilizó un poco al país político.


    Por eso, el segundo semestre de 2024 fue bastante tranquilo; sin embargo, el 2025 tuvo ese arranque complejo que ya mencionamos, lo que permite avizorar que el segundo tiempo del Gobierno está en plena ebullición y se vuelve a enmarcar en el llamamiento a las calles sumado a un adelantamiento de la campaña del 2026.


    Una segunda consecuencia es que estamos ante una situación de realidades paralelas en la cual ningún sector quiere ceder. El Gobierno manifiesta que las fuerzas tradicionales lo han traicionado; dice que los casos de corrupción son producto de políticos de otros partidos y sectores distintos a los que ellos representan originalmente (aunque personajes como Olmedo López vienen de la izquierda) y, por ende, lo que hay es una traición. También dicen que allí, donde ceden en términos burocráticos, son traicionados en los votos de las reformas.


    Paralelamente, los sectores de oposición sienten que no hay interés del Gobierno en negociar las reformas, que no cede y que, al final, es mejor que a Petro le vaya mal, pues eso, desde su punto de vista, garantizaría el retorno al poder del viejo establecimiento colombiano.


    El columnista Álvaro Forero resumió muy bien esta apreciación, a finales del 2024, previo a la gran confrontación política con la que inició 2025:


    Porque la campaña para derrotar a Gustavo Petro, que inició en las elecciones de 2018, continúa, salvo un paréntesis de pocos meses en que los sectores clientelistas buscaron mantener prebendas burocráticas mediante una coalición sin identidad programática. La oposición nunca estuvo interesada en hacer un acuerdo nacional con Petro, menos desde que concluyó que era fácil desprestigiarlo. El establecimiento político de centroderecha que había gobernado Colombia sin interrupciones, y que durante décadas se legitimó con la lucha antiguerrillera, no ha estado dispuesto a reconocer que la izquierda es una fuerza política durable con la que deberá compartir el poder hacia adelante, y menos en cabeza de un exguerrillero.


    Pero hay otra razón práctica para el adelanto de la campaña presidencial en la derecha. Que una candidatura presidencial encubierta se adelantó, incubándose habilidosamente desde hace casi dos años, y por detectarla tan tarde, les tomó ventaja a los candidatos de ese sector político. Casi todos los candidatos que hoy se lanzan presurosos contribuyeron ingenuamente a alimentar a su competencia haciéndole juego a la estrategia de los escándalos mediáticos. Sin darse cuenta de que el ambiente de oposición en coro, ideologizada, personalista y frívola dejaba la vaca del antipetrismo en manos de quien podía ordeñarla con malicia estratégica, pragmatismo político y periodístico, y recursos económicos para usar las dos herramientas que mejor le funcionan hoy a la derecha en el mundo: el populismo y la propaganda. Donald Trump ha reconocido que no hubiera sido presidente sin la herramienta de Fox News, y la cadena ha reconocido que su crecimiento ha dependido de contar con actores para alimentar a sus audiencias de pasión y amarillismo. (Forero Tascón, 2024, 28 de octubre)


    Al parecer, a tres años de la llegada de Petro al poder, podemos decir que nadie estuvo interesado en el Acuerdo Nacional. Tal vez, Petro intentaba y creía en la posibilidad de que sus reformas pasaran más fácilmente, aunque, al final, siempre se sentía traicionado.


    A su vez, la oposición creía en la lógica de que Petro se iba a dejar “domesticar” y que ellos podrían moderar las reformas y recibir toda la burocracia que traían del gobierno anterior, es decir, conservaban la idea de que no cambiarían nada y que el presidente “entendería” que es mejor no meterse con algunas cosas. Luego fueron cambiando esa imagen y dieron el giro al sabotaje total, con lo que, para el 2026, tendrían ventaja en la contienda electoral.


    Al final de enero de 2025, en pleno juego del cambio ministerial, se dio una conversación bastante diciente en el Gobierno, sobre la relación de Petro con los partidos tradicionales. Para algunos miembros del Gobierno, se debía dar participación a partidos tradicionales para garantizar mayorías en el Congreso y, sobre todo, para otras estrategias políticas como evitar mociones de censura, elección de mesas directivas del último año, entre otras.


    En esa reunión en Palacio, se dice que Petro manifestó que él ya había entregado mucho y que no quería entregar más cargos. Dos personas de su Gobierno, en contraposición, le explicaron que había cargos vacantes, cargos en los que nunca había nombrado a alguien y también que, comparado con otros gobiernos, los niveles de participación de otras fuerzas políticas eran mínimos.


    Incluso, en una conversación que tuve con un senador de un partido tradicional, alguien que es un profesional de la política, manifestó: “Esto es una situación muy atípica” y agregó que: “No se puede gobernar así”, refiriéndose a que la forma de distribución de cargos y puestos era desordenada y muy baja.


    Indagando más sobre el tema, lo que encontré en el lado del Ejecutivo fue una visión radicalmente distinta sobre los mismos hechos: “El presidente piensa que ha dado mucho”. La duda que surge es: ¿Por qué entonces los políticos tradicionales piensan que no han recibido nada? Se dice que hay tanto desorden que nadie en el Gobierno sabe qué se le ha dado a quién. Todo indica que en este Gobierno no existe lo que se conoció en el pasado como “el computador de Palacio”1, y la realidad es que nadie sabe quién administra ciertos cargos medios.


    Una tercera consecuencia de la estrategia del Gobierno y la oposición hace referencia a que pasa tanto que, al final, no pasa nada. Gustavo Gómez, el director del programa 6 AM, la mesa radial de Caracol Radio en las mañanas, utilizó la expresión “mucho globo” para referirse a la conmoción interior declarada por la guerra entre el ELN y las disidencias de las Farc, y la declaración de emergencia económica, anunciada a principios de 2025. Finalmente, solo se utilizó la figura de conmoción para Norte de Santander y un par de municipios del Cesar; no hubo emergencia económica, ni conmoción interior para todo el país.


    El presidente había hecho el anuncio, en su cuenta de X, sobre la herramienta constitucional de la conmoción interior, pero lo hizo sin mayor profundidad o explicación. Luego, durante cinco días, solo hubo especulaciones en torno a ese tema.


    La oposición afirmó que, mediante ese decreto, se iban a suspender elecciones, que el presidente se iba a hacer reelegir y que el castrochavismo estaba llegando. Obviamente, y de acuerdo con la Constitución, el decreto solo podía estar en vigencia por 90 días y prorrogarse por otro periodo igual, muy lejos del día de las elecciones —en mayo de 2026— y tampoco se podían modificar los tiempos electorales. Pero eso era lo que decía la oposición. Al final, fueron cinco días de captura de la agenda mediática, discutiendo un decreto que nadie conocía, para terminar en lo de siempre: en nada.


    Igual pasó con el debate de la Constituyente, con el tema del Acuerdo Nacional y con una larga lista de asuntos de intenso debate nacional en distintos momentos de los primeros tres años de Gobierno.


    Hoy, el panorama es el de un presidente con la posición de mantener la agenda mediática controlada y una oposición que sabe que con esa agenda en manos presidenciales podrá a su vez meter miedo y generar caos político para favorecerse electoralmente.


    Mientras tanto, queda para la anécdota que ha habido cuatro intentos de Acuerdo Nacional. Primero, al inicio del periodo, que fue la mejor época para Petro, cuando el Ministerio del Interior estaba a cargo de Alfonso Prada. Luego, durante la época de Luis Fernando Velasco, segundo ministro del Interior, quien lo intentó y fracasó estruendosamente. Y, en tercer lugar, el intento que se materializó con la llegada de Juan Fernando Cristo, tercer ministro del Interior, quien tuvo éxito y evitó una guerra política que era inminente; o, mejor, la retrasó varios meses.


    El cuarto intento —y último al cierre de este libro— quedó a cargo de Armando Benedetti, quien, como ya contábamos, llegó al ministerio del Interior a pesar de las intensas polémicas y serias acusaciones que lo rodean; a su llegada al Congreso, Benedetti enfrentó sendos contrastes como el avance de la reforma a la salud en Cámara y el hundimiento de la reforma laboral, en la Comisión Séptima del Senado, hecho que desencadenó la convocatoria del presidente a una consulta popular.


    El caso es que, sobre los intentos de un Acuerdo Nacional, también hubo lecturas sensatas al respecto, como la que expuso Álvaro Forero, a mitad del año 2024, cuando escribió:


    Gustavo Petro abortó su intento inicial de gabinete plural porque los funcionarios no recibieron apoyo de los partidos. Sostuvo que rompió la coalición y retiró a los funcionarios porque los partidos querían los puestos, pero no apoyar cambios.


    Parece estar haciendo un segundo intento con la designación de Juan Fernando Cristo para que consiga acuerdos con partidos políticos y sectores del establecimiento económico. Cristo viene a sacar adelante reformas más pragmáticas en el Congreso y a intentar reducir la extrema polarización política.


    Muchos desconfían de este segundo intento de Petro porque creen que no hay verdadera voluntad de paz política del presidente. Como en casi toda negociación, la voluntad se construye, pocos llegan “entregados” a la mesa. A todo gobierno le interesa llegar a acuerdos que viabilicen sus políticas, y a toda oposición le interesa bloquearlas para tratar de imponer las suyas en un próximo gobierno. Los intentos del primero tienden a fracasar cuando son maximalistas, y los de los segundos cuando son irresponsables, porque la ciudadanía espera que el sistema político se ponga de acuerdo para cumplirle. (Forero Tascón, 2024, 5 de agosto)


    Como se mencionó, en realidad nadie quiso un Acuerdo Nacional. Petro pensaba que ese acuerdo lo haría ceder en muchas cosas, entre esas, varias de sus líneas rojas, sin descontar su creencia constante hacia la traición de su proyecto —hecho que efectivamente sucedió más de una vez—.


    Por su parte, los partidos tradicionales solo querían los puestos y contratos, pero sin votar ninguna transformación de fondo y la oposición, sencillamente, quería atacar cualquier reforma. Así las cosas, todos estaban fingiendo.


    A lo anterior se suman los políticos y estructuras que no estaban ni en el oficialismo ni en la oposición radical y que, tampoco, vivían de puestos y contratos, pero que, mediáticamente, estaban siendo borrados y quedándose sin espacio en el debate político. Por ello, la idea de un Acuerdo Nacional les resultaba seductora. Sabían que, de no darse, a quienes apostaban por una tercera vía no les quedaba otro camino que radicalizarse.


    No resulta entonces un secreto que tanto las fuerzas del Gobierno como las de la oposición se necesitan mutuamente y a ambos les beneficia el choque y esos “globos” que no terminan en nada.


    Hay otro ejemplo que ilustra muy bien esta situación. Se dio durante el famoso paro camionero en 2024. En el momento más álgido de la protesta, el presidente anunció una alocución presidencial; nuevamente, la oposición alentó los rumores de que venía un decreto de conmoción interior y con ello la reelección de Petro o, como mínimo, la ampliación del periodo presidencial. Alcanzaron, incluso, a hablar de buscar ayuda en las Fuerzas Militares. En las cuentas de WhatsApp corrían mares de especulaciones. Todos estaban pendientes de la alocución y, al final, en la intervención Petro habló fue del tema Pegasus, el caso por posibles escuchas ilegales.


    El otro sector político y social que compartía la figura del Acuerdo Nacional son los empresarios y algunos columnistas, quienes ven en la agitación política una debilidad de la prosperidad económica. En todo caso, entienden que en este tipo de gobiernos hay poca estabilidad política.


    Todo en medio de señalamientos de la oposición sobre el mal gobierno y la falta de tecnicidad. Mientras el oficialismo acusa un saboteo y el mantenimiento del mismo sistema desigual construido por décadas.


    Bien lo dice Héctor Riveros (2024, 11 de febrero): “La evidencia muestra que ambas cosas son ciertas, que los unos lo hacen mal y que los otros se resisten, por tanto, el resultado será un nuevo fracaso y ese será colectivo, no de un sector político”.


    ¿ÚNICA OPORTUNIDAD?


    Como se evidencia, hacer un análisis de la gestión de Gustavo Petro en la Presidencia de la República no resulta una tarea fácil; no tanto por la disponibilidad de la información, que siempre está a la mano, sino por la interpretación de lo recopilado. El problema en este caso era, y sigue siendo, que esas interpretaciones resultan muy contrarias unas frente a otras, dependiendo del analista, autor o político que se consulte y, por eso, en torno a un mismo hecho puede haber dos conclusiones opuestas.


    Sobre el Gobierno Petro —y sobre sus acciones y consecuencias— caben muchas opiniones e interpretaciones; lo complicado es analizar y proyectar esas acciones y consecuencias en el futuro político del país.


    Gustavo Petro llegó al poder en Colombia con la presión de lo que los politólogos llaman “un gobierno de única oportunidad”, es decir, aquellos gobiernos que llegan luego de grandes crisis políticas y con altísimas expectativas de gestión. Además, se le sumaba el hecho de ser el primer gobierno de izquierda en Colombia y, sobre todo, de no venir del viejo establecimiento político del país.


    Este concepto de gobierno de única oportunidad se comenzó a acuñar con la elección de Gabriel Boric, en Chile, donde su triunfo se dio luego de varias olas de profundas crisis políticas; aunque, para otros, el origen del concepto está en Grecia, con el Partido Syriza. El caso es que son contextos en los que las expectativas de cambio son tan altas que resultan imposibles de cumplir; en otras palabras, la población esperaba mucho más de lo que ese gobierno podía darle.


    De hecho, en Chile, se buscaba una nueva Constitución —que superara la vieja dejada por la dictadura de Augusto Pinochet— que garantizara la transición de aquel momento. Al final, si bien la Asamblea Constituyente fue electa con amplias mayorías de la tendencia del presidente Boric, la propuesta de nueva Constitución fue rechazada por la mayoría del pueblo chileno. Luego se convocó otra Asamblea Constituyente, la cual, esta vez, la ganó la derecha y, nuevamente, la posibilidad de renovar la Constitución fue rechazada por los chilenos.


    Los gobiernos de única oportunidad cargan en sus espaldas no solo las expectativas de cambios rápidos, que sean ampliamente aceptados y de prosperidad social y económica, sino que también llevan la cruz de que los errores que cometan no le serán aceptados; de hecho, esos contrastes serán maximizados por la mayoría de la sociedad. A un gobierno de única oportunidad no se le perdona nada.


    La pregunta obvia en este punto es: ¿Por qué surgieron este tipo de gobiernos? La respuesta es compleja y no es el objeto central del presente escrito. Basta decir que las democracias occidentales han venido sufriendo un desencanto ciudadano, toda vez que no se resolvían los problemas, como lo esperaban las sociedades. Lo paradójico es que, en el fondo, las democracias no fueron construidas para resolver dichos problemas. Es una contradicción de origen, pero lo cierto es que ese descontento se ha traducido en tres vías:


    
      	Gobiernos autoritarios que se hacen elegir democráticamente y luego se comen el sistema democrático de adentro hacia afuera (Levitsky & Ziblatt, 2018), de forma casi imperceptible.


      	Olas de protestas, desestabilizaciones políticas y vaivenes de una ideología a otra.


      	Personalizaciones de la política, más allá de lo típico, y descrédito de instituciones democráticas.

    


     


    Al final, estas crisis que han afectado a muchos países han transformado las democracias, aunque aún muchos ciudadanos no lo perciben.


    El descontento democrático, famoso libro de hace varios años, reeditado y actualizado, describe muy bien esta fatiga del sistema democrático:


    En 2016, el voto favorable de los británicos a que el Reino Unido abandonara la UE escandalizó a la élite altamente cualificada y metropolitana, como también lo hizo la elección de Trump como presidente de los estadounidenses unos meses más tarde. El Brexit y el muro fronterizo simbolizaban una reacción adversa a un modo de gobierno no tecnocrático, guiado por el mercado, que había ocasionado pérdida de empleos, estancamientos de salarios, aumento de la desigualdad y cierta sensación irritante entre la gente trabajadora de que la élite la miraba con menosprecio. Las votaciones favorables al Brexit y a Trump fueron sendos intentos angustiosos de reafirmación de la soberanía y el orgullo nacionales. (Sandell, 2023, p. 21)


    De tal forma que estos gobiernos de única oportunidad cargan con años y décadas de desilusión, pero se enfrentan a un andamiaje institucional que les impide grandes transformaciones. Siguiendo las ideas de Sandell (2023):


    Lo que un par de décadas antes eran insinuaciones de que el capitalismo global podía estar desempoderando a ciertos sectores de la población se había convertido en un reconocimiento abierto y contundente de que el sistema estaba amañado a favor de las grandes empresas y de los ricos. Las antiguas inquietudes por la pérdida de sentimiento de comunidad son ahora polarización y desconfianza. (p. 21)


    En Colombia, la ruta de este tipo de gobierno se cumplió a la perfección. Al cansancio de la misma élite gobernando por décadas —en el país, pero también en departamentos y municipios—, se le sumó una situación económica derivada o agudizada por la pandemia del COVID-19. Eso llevó a un estallido social y al surgimiento de un gobierno de única oportunidad: el de Gustavo Petro. Eso, en parte, explica el hecho de que las expectativas eran muchas y, de acuerdo con los antecedentes del contexto internacional, no cabían errores, porque muchos de los electores no los iban a perdonar.


    Los cambios rápidos, profundos y sin sobresaltos sociales son irrealizables o imposibles. En marzo de 2024, el columnista Álvaro Forero escribió respecto a los retos de Gustavo Petro en la Presidencia, bajo los conceptos de reformista o revolucionario:


    La historia va a evaluar si el proyecto político de Petro era reformista, buscando actualizar instituciones que están agotándose, como el sistema pensional, o revolucionario, tratando de destruir instituciones como el sistema de salud, como aseguran los opositores.


    Parece que la historia dirá que el proyecto reformista que planteó Petro al inicio del gobierno se malogró porque no consiguió pactar con el establecimiento político y económico que, aunque debilitado por la pérdida del poder por primera vez en 200 años, mantuvo mayorías en el Congreso, el control de los medios de comunicación, de los gremios y de los órganos de control y prevalencia en las cortes y la Fiscalía. (Forero Tascón, 2024, 17 de marzo)


    ¿QUÉ SIGNIFICA EL CAMBIO?


    El gran logro de Petro fue ganar, no gobernar. Se sabía que su Gobierno no le resultaría fácil —aunque mucho de lo que sucedió, como los escándalos de corrupción, no era algo que se esperara—, al menos, por tres circunstancias. En primer lugar, porque los antecedentes de gerencia del presidente Petro no eran los mejores, a lo cual se le sumaba la inexperiencia de la izquierda para gobernar, con la causa de que su capital tecnócrata era bajo. En segundo lugar, porque el establecimiento colombiano —los que siempre gobernaron el país—, no iban a dejar cambiar nada, iban a bloquear cualquier intento de transformación y así, efectivamente, ocurrió. En tercer lugar, por el propio andamiaje institucional que impide cambios súbitos y profundos, para el cual ni el presidente ni una parte de la sociedad estaban preparados.


    Siguiendo con el analista Álvaro Forero, a inicios de 2024 él describió muy bien esta situación, anticipando los posibles escenarios de percepción que se iban a presentar al cierre de la era Petro, en especial con la imposibilidad de realizar las grandes transformaciones: “El peor escenario en el 2026 es que no solo no hayamos ganado confianza para el sistema, sino al contrario, que la desconfianza haya crecido e incluso para un determinado sector de la sociedad sus percepciones se hayan confirmado. Para ese sector estará suficientemente probado que todo está hecho para conservar privilegios y que ‘por las buenas no se puede’” (Forero Tascón, 2024, 17 de marzo).


    El fracaso de Petro como gobierno, afecta a la izquierda, al presidente, al bloque alternativo y, sobre todo, al sistema democrático colombiano. Héctor Riveros, otro reconocido analista, en su tradicional columna explicó, a comienzos de 2024, que la elección de Gustavo Petro era también una gran oportunidad:


    […] para relegitimar las reglas formales e informales de nuestra sociedad y recuperar algo de confianza en las instituciones. Darle solidez a un orden percibido como más justo y solidario por todos era el logro más obvio después de que finalmente hubiera llegado al gobierno una persona de izquierda clásica que, además, podía reclamar válidamente la vocería de quienes no se sienten parte sino víctimas del sistema. De haberse conseguido eso, el mayor beneficiado sería el “sistema”. Habría un orden con mayor grado de aceptación, una mayor disposición individual a cooperar en términos sociales, un mayor acatamiento voluntario de las normas y claro, también, seguramente, unas condiciones materiales de vida mejor distribuidas. (Riveros, 2024, 11 de febrero)


    Aquello que el gobierno Petro llamó “el Cambio”, en el transcurso de las semanas y meses parece significar, en primer lugar, una serie de reformas legislativas, que se dividen en cuatro bloques.


    
      	Las denominadas reformas sociales, entre ellas están la Reforma a la Salud, la Reforma Laboral, la Reforma Pensional y la Reforma a la Educación.


      	Reformas para la ejecución institucional, como la Reforma Tributaria, la Reforma a la Justicia y el Plan Nacional de Desarrollo.


      	Reformas de impacto político y social. Entre las que están la Reforma al Sistema General de Participaciones (SGP) —tal vez, la reforma más importante que se ha hecho en décadas—, la Ley de Paz Total o Prórroga de la Ley de Orden Público y la Ley General de Cultura.


      	Reformas sectoriales. Entre ellas están, la Ley Ferroviaria, la Ley de Servicios Públicos y el Acuerdo de Escazú.

    


     


    Para el cierre de este libro, el Gobierno apenas pasó una de sus reformas sociales, la Pensional, aprobó sus tres apuestas para ejecución institucional, la mayoría en el primer año de Gobierno, dos reformas de impacto político: Paz total y reforma al SGP y finalmente el Acuerdo de Escazú de carácter sectorial.


    Lo segundo que significó el cambio en el Gobierno fue una revisión de la tecnocracia y burocracia estatales. Se concebía —al menos, como idea— que para lograr transformaciones se debía hacer un cambio en el personal que trabajaba en instituciones y ministerios. También, porque desde el principio el presidente alegaba que esa tecnocracia no lo dejaba ejecutar las órdenes que se daban y, sobre todo, para intentar cambiar la visión de muchas de estas instituciones.


    Tal vez, en el inicio del Gobierno, el ejemplo de esta tensión se manifestó en el Ministerio de Agricultura, el cual en las últimas décadas había estado dominado por el Partido Conservador, con políticas y enfoques que se basaban en proteger intereses de dos o tres gremios, entre ellos, Fedegan. En ese contexto, llegaron los dos famosos artículos en el Plan de Desarrollo sobre la reforma agraria, que parecen haber sido saboteados por los propios funcionarios del Ministerio.


    Luego ocurrió algo similar con la Jurisdicción Agraria, que desencadenó un debate en el que, incluso, Fedegan amenazó con crear las famosas Brigadas de Seguridad Ganadera para, según ellos, protegerse de las invasiones; fue una clara estrategia para presionar al Gobierno e impedir los avances de la reforma agraria.


    Varios funcionarios de los ministerios de Agricultura, Hacienda —y otras agencias estatales— han intentado bloquear este tipo de reformas y ejecuciones, principalmente con argumentos sobre cumplimiento de requisitos técnicos y legales contrariando las indicaciones del presidente Petro; pareciera que estaban más enfocados en encontrar peros que soluciones. Además, había una desconfianza mutua entre los que llegaban y los que salían.


    Esta situación también quedó en evidencia porque en los diferentes consejos de Gobierno, convocados para priorizar la reforma agraria, el presidente cuestionó sobre el empuje de los ministros de esas dos carteras para impulsar el proyecto. De hecho, en diferentes versiones —recogidas en entrevistas que tuve con ministros y exministros— circuló la versión de que el presidente se quejaba de que el entonces ministro José Antonio Ocampo no dejó incluir nada en la reforma tributaria sobre el tema agrario. Tampoco se avanzó en una nueva ley y, al final, todo se terminó precipitando en el Plan de Desarrollo.


    En otro ejemplo, la entonces ministra de Agricultura, Jhenifer Mojica, como el entonces director de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), Gerardo Vega, acusaban a sus subalternos de no dejar avanzar en la redacción de los artículos. Pero no solo ocurría en Agricultura, también pasaba en Hacienda, donde —desde el punto de vista del presidente —cada cosa que intentaba hacer era bloqueada por “la tecnocracia de Hacienda” y, al final, no se avanzaba en nada.


    La tensión llegó al punto de que, a finales de diciembre de 2024, hubo un choque entre el ya exministro Ocampo y el presidente Petro. El exintegrante del gabinete se declaró en contra del hecho de que “el gobierno nacional podría suspender el pago del servicio de la deuda”, dijo que esa decisión sería “enormemente perjudicial para el país, cuyo buen comportamiento en el pago de la deuda es reconocido internacionalmente”. A lo cual Petro contestó: “Critíco [sic] que hayas puesto un anticipo muy elevado del impuesto de renta pagadero en el 2024, en el 2023; y que hayas pagado parte del fondo de combustibles con el presupuesto. Además de haberlo hecho sin conocimiento del presidente”.


    Nuevamente, las interpretaciones estuvieron a la orden del día: desde sabotaje, hasta imposibilidad institucional; o simplemente que las iniciativas se veían como algo irrealizable. Tal vez, los puntos máximos en esta tensión institucional fueron por cuenta del concepto financiero de la reforma a la salud y el pago del déficit del Fondo de Estabilización de precios de los combustibles. En el caso del Fondo, este cambio de burocracia y tecnocracia también trajo la intención de un cambio de élite. Pero este tema lo analizaremos en profundidad más adelante.


    Una tercera interpretación del concepto encerrado en la palabra Cambio tiene que ver con la intención de transformar la visión del país y una serie de principios que han dominado el enfoque de las élites en Colombia. En este punto también abundan los ejemplos. Uno de los principales se dio en la burocracia de Naciones Unidas: por primera vez, una mujer indígena se convirtió en embajadora ante la ONU y se cambió el legado de décadas en el que siempre estuvieron rondando figuras tradicionales —como la de Guillermo Fernández de Soto, entre otros—; es decir, figuras típicas de la tecnocracia y de las élites colombianas.


    Igualmente, en este propósito de transformación se encuentra la prioridad en materia de derechos humanos que se dio en el Ministerio de Defensa, con la llegada a esa cartera de Iván Velázquez; o lo sucedido en el mundo del trabajo donde se dio prioridad a la visión de los trabajadores, y no tanto a la mirada gremial, con el nombramiento de una sindicalista consagrada como Gloria Inés Ramírez.


    Obviamente, en cada uno de estos casos se puede discutir si se está de acuerdo o no; o si los resultados salieron bien o mal —Vásquez y Ramírez fueron relevados después del consejo de ministros televisado—. Lo cierto es que se dio una gran transformación en la burocracia y en las prioridades del país. Por ello, si se analiza lo que esperaban los expertos del Gobierno Petro, desde antes de que iniciara o en esos primeros meses y movimientos, se concluye que iba a ser una Presidencia disruptiva y con los movimientos de una montaña rusa.


    El portal La Silla Vacía les preguntó a varias personas, expertas en diferentes temas, qué esperaban del nuevo Gobierno. Las respuestas siempre se movieron entre solucionar el conflicto armado y desactivar las estructuras criminales, dar prioridades a temas que siempre fueron irrelevantes para la vieja élite. A pesar del contexto internacional, y de que las mayorías de las fuerzas tradicionales seguían presentes en el Congreso de la República, las voces consultadas por el portal en ese momento, incluso, veían posible alguna regulación de algunas drogas y avances significativos en la descriminalización de los eslabones débiles en la cadena del narcotráfico.


    También, en una esquina contraria a esas posiciones, se hablaba del escenario de intentar “domesticar” al presidente Petro, es decir, existía la idea de que podría ser un gobierno de pequeñas reformas, pero que no tocara el sistema en su esencia. Veamos algunos ejemplos:


    “De este Gobierno esperamos que logre acabar con las dos guerras que Colombia ha desarrollado. Por una parte, la guerra contra las guerrillas, guerra histórica en la que se han embarcado el Estado colombiano y los grupos denominados de izquierda extrema, en la que también han participado los grupos paramilitares. Esto incluye implementar el Acuerdo con las Farc y, por supuesto, concretar un acuerdo con el ELN. La otra guerra que se ha propuesto detener este Gobierno es la que el Estado les ha declarado a las drogas con su política de prohibicionismo. Debe desarticular las estructuras criminales que generan renta de la venta ilegal y legalizar algunas de las drogas, concretamente la marihuana con fines recreativos o de adultos”, dijo Adrián Restrepo Parra, investigador y docente del Instituto de Estudios Políticos de la Universidad de Antioquia (Red de la Paz). (Red de Expertos, 2022, 6 de agosto de 2022)


    También había opiniones en temas étnicos:


    “El voto de los territorios étnicos fue decisivo para la elección del Gobierno de Gustavo Petro y Francia Márquez. Por consiguiente, tendrán un compromiso ineludible con estas comunidades, que históricamente han recibido menor atención estatal en términos de política pública. Esta es una oportunidad excepcional de contribuir al desarrollo integral de estas comunidades, especialmente, para consolidar y diversificar modelos de creación de valor económico in situ en aquellos territorios que se han propuesto participar en mercados globales de base agrícola”, dijo Lina Lucumí, investigadora doctoral en De Montfort University, Reino Unido (Red Étnica). (Red de Expertos, 2022, 6 de agosto de 2022)


    Se habló de grandes anuncios de cambios sociales, que se pidieron con dosis de paciencia:


    "La llegada del nuevo Gobierno será una prueba de fuego para la institucionalidad y el activismo social. Para la institucionalidad ya que esta deberá buscar la flexibilidad para poderse adaptar a las promesas de campaña, las cuales no solo requieren de una revisión al marco jurídico, sino también de lograr la identificación de recursos para poderlas financiar. Y el activismo social, el cual debe cambiar de ‘chip’, pasar del que dice, reclama y manifiesta, a uno más prudente, que debe ejecutar e implementar. Con esto en mente, debemos esperar grandes anuncios de esfuerzos por lograr las conquistas sociales que tanto se pidieron en campaña, acompañadas de dosis de paciencia, lo que se concretará en muchos espacios de participación (mesas, talleres, entre otros) pues los cambios, al menos en el primer año, serán insuficientes para las expectativas existentes”, dijo Diego Dorado, experto en políticas públicas (Red Social). (Red de Expertos, 2022, 6 de agosto de 2022)


    FALTA DE EFECTIVIDAD EN LA EJECUCIÓN


    Efectivamente, y como se mencionó, la falta de burócratas podría pasar factura. El Gobierno Petro ha tenido grandes dificultades para el cumplimiento de sus propuestas y para su materialización en la ejecución del Presupuesto General de la Nación, en particular en lo que respecta a los recursos de inversión2. El cubrimiento de estos recursos ha estado en los primeros lugares de la agenda mediática y, por lo tanto, sus fallas han sido el origen de fuertes críticas al Gobierno. Tanto así que, en el 2023, el mismo presidente aceptó en diferentes espacios que había que cambiar de rumbo, por eso vale la pena revisar si efectivamente hubo cambios.


    Para el 2024, el Gobierno tuvo a disposición 90,6 billones de pesos para inversión, de los cuales se ejecutaron poco más de 50 billones (60 %), de acuerdo con información de la Contraloría General de la República y del Departamento Nacional de Planeación (DNP).


    De 25 sectores que responden directamente al direccionamiento del Gobierno nacional, 9 no alcanzaron el 40 % de ejecución. Entre los casos más preocupantes, por lo que significan en la apuesta del presidente Petro, llaman la atención los siguientes:


    
      	El sector encabezado por el Ministerio de la Igualdad, que, junto con todo el desgaste político que llevó a su creación, ejecutó apenas 24.000 millones, de 182.000 millones apropiados (13 %).


      	El sector agricultura y desarrollo rural contó con un presupuesto de inversión de unos 7 billones de pesos y solamente ejecutó 2,2 billones (32 %). Gran parte de la responsabilidad recayó sobre la Agencia Nacional de Tierras, que dejó de ejecutar un rubro de acceso y formalización de la propiedad, clave en la apuesta de la reforma agraria, por 3,1 billones de pesos.


      	En el sector ambiente, el Ministerio quedó en mora de ejecutar alrededor de 800.000 millones de pesos de una apropiación de 1,4 billones (37 %); de estos, 430.000 millones correspondían a inversiones contra la deforestación en la Amazonía.


      	El sector transporte tuvo un presupuesto de 12,7 billones de pesos, el segundo con más recursos de inversión para 2024, después de inclusión social y reconciliación, y solamente se ejecutaron 4,8 billones (37 %). Entre las entidades del sector con mayores problemas se encontraron la ANI, pendiente de ejecutar 4,1 billones de pesos, recursos para desarrollo de infraestructura de transporte férreo, fluvial, terrestre y aéreo; o el Invías, con 756.000 millones de pesos pendientes para la intervención de vías regionales, entre las que están las terciarias, terminales fluviales y aeródromos.


      	También se evidenció poca ejecución en el sector defensa, que contó con 3,1 billones de pesos para inversión, de los cuales solo fueron ejecutados 1,1 billones (36 %); en particular hay una baja ejecución del Ejército, con poco más de 129.000 millones (20 %), de más de 650.000 millones para la adquisición, actualización y desarrollo de capacidades para salvaguardar los intereses nacionales.


      	Finalmente, se presentaron situaciones igual de preocupantes como en el sector vivienda, con una ejecución de 30 %, interior (38 %) y planeación (39 %).

    


     


    Claramente, la causa de estos resultados es la falta de experticia de los funcionarios nombrados por este Gobierno; por ejemplo, solo los sectores agricultura y transporte han sufrido tres cambios ministeriales y con ello las consecuentes variaciones de viceministros, directores y muchos funcionarios más, por lo cual se genera un congelamiento de la puesta en marcha de las inversiones, esperando que las nuevos funcionarios tiren la línea de cómo y por dónde seguir.


    Sin embargo, esta no parece ser la única razón, ya que, en el listado recién expuesto también se encontraron los sectores defensa y ambiente, los cuales tuvieron un solo ministro desde el inicio del Gobierno y apenas fueron cambiados en el último remezón, por lo que la continuidad en cabeza de un sector no significa necesariamente mayor efectividad frente a la inversión, así el mismo presidente reconociera que los ministros de estos sectores fueron de sus funcionarios más competentes en el cumplimiento de las promesas a los colombianos.


    Otra razón, que ha sido una crítica del presidente Petro hacia su propio Gobierno, responde a la burocratización del Estado, tema ampliamente abordado, y cómo esta no ha permitido que se realicen las inversiones que él tiene previstas. Particularmente, ha criticado la falta de arrojo de sus funcionarios y los obstáculos y retrasos generados por los técnicos “que tienen intereses ocultos”. Lo anterior causó un remezón ministerial a inicios de 2024 que produjo el cambio de funcionarios técnicos por unos de carácter más político —que impulsaran más fuertemente el programa de Gobierno—, por ejemplo, Gustavo Bolívar en el DPS y Alexander López en el DNP.


    Haya o no intereses ocultos en la burocracia estatal, la realidad es que para 2025 pocos políticos de izquierda nombrados por Petro han sobrepasado estos impases para consolidar las inversiones en las regiones más apartadas y pobres del país, lo que afecta sin duda la posibilidad de una continuidad en el poder para su proyecto político.


    El presidente tiene hasta septiembre de 2025, antes de la Ley de Garantías, para hacer más tangible su plan de Gobierno y llegar con fuerza a las elecciones del 2026. La ejecución debe ser protagonista del segundo tiempo de su Gobierno, apalancar la ejecución en los sectores de transporte y agricultura es clave para sus bases, mientras que el sector defensa puede abrir una puerta en el cambio de percepción de los colombianos en general sobre el Gobierno.


    TRANSFORMAR O REFORMAR


    No se sabe si adrede o por la simple lógica de que en Colombia nunca se había presentado un cambio político, pero en el inicio de la gestión de Petro todo indicaba que había una confusión o mala interpretación entre el reformismo y las transformaciones profundas. Nadie sabía muy bien hasta dónde iba un concepto y comenzaba el otro. O, tal vez, en los círculos de las élites políticas lo que había, en el fondo, era el deseo de un reformismo simple o de la “domesticación” del primer gobierno de izquierda en Colombia. El transcurso de los meses dejaría ver muy bien esa diferencia.


    Por ejemplo, en el tema ambiental se empezaron a notar las tensiones por esos conceptos diferentes. Por un lado, un sector social presionaba para que el Gobierno fuera mucho más estricto en esa materia; lo que se mezcló con la idea del presidente de acelerar la transición energética, en medio de un contexto que también resultó determinante y alimentó el debate. El Gobierno tuvo que enfrentar situaciones complejas derivadas del clima, como la grave inundación que azotó a Chocó, en noviembre de 2024, y el racionamiento de agua en Bogotá, que inició en junio de ese mismo año, producto de una intensa sequía que puso en nivel crítico los sistemas hídricos de la sabana, como el páramo de Chingaza, lo que obligó a que se ordenaran los cortes de agua. Esas situaciones le daban la razón al Gobierno.


    Pero el debate también se alimentó por lo que empezó a ocurrir en el sector minero, y no solo en el petrolero, porque nadie duda de que ese es un renglón demasiado importante para los ingresos de la Nación; en un contexto de precios internacionales altos, muchos creían que se debía aprovechar el mercado y permitir este tipo de minería o ampliarla. En una columna, el exvicepresidente Germán Vargas Lleras, calificó de destemplados los anuncios del Gobierno en esta materia:


    Y no contentos con postrar al sector petrolero con anuncios destemplados, ahora van a por el sector minero con la expedición del Decreto 044, que le otorga poderes extraordinarios e ilimitados a la ministra de Ambiente para reservar áreas en todo el país y excluirlas de la actividad minera hasta por 10 años con total discrecionalidad y pasando por encima de la autonomía de los entes territoriales. A este decreto se suma el proyecto de ley del nuevo “código de minas”, que de código solo tiene el nombre, pues la mitad de las disposiciones quedan sujetas a reglamentación abierta y subjetiva del Ejecutivo. La intención de ambas normas es clara: acabar con la minería formal del país, bajo el ropaje de un propósito ambiental. De qué otra manera se explica la prohibición de la minería de carbón térmico, el cual representa una parte fundamental de la actividad minera del país.


    No estamos hablando de cualquier sector. Recordemos que la minería representa el 3 % del PIB, el sector exportó 17.000 millones de dólares en 2023 y fue responsable de más de un billón de pesos en inversiones sociales y ambientales en 2022. El impacto de paralizar un sector como la minería no se puede tomar a la ligera: son más de 160.000 empleos directos y 700.000 indirectos que se derivan de la actividad misma y un sinnúmero de actividades que en 2022 representaron compras en el territorio nacional por más de 14 billones de pesos. En La Guajira o el Cesar, por ejemplo, antes de desarrollar los grandes proyectos mineros —que hoy quieren prohibir— no había mayor actividad económica, lo único que había era pobreza. Basta con mirar los índices de necesidades básicas insatisfechas de hace 25 años en los municipios que hoy son mineros, en algunos casos como La Jagua de Ibirico o El Paso, en el Cesar, superaban el 71 % y el 75 %, respectivamente. Hoy se encuentran en niveles de 22 %. (Vargas Lleras, 2024, 2 de marzo)


    Ante posiciones como esa, el Gobierno, a su vez, se dedicó a mostrar los efectos del cambio climático y, ante la sequía o los ríos desbordados, resultaba muy difícil rebatir sobre la necesidad de disminuir la dependencia de petróleo y del carbón; ver las imágenes de los incendios forestales y la contaminación de las fuentes hídricas era sin duda un argumento sólido. Estábamos ante algo así como una misma conversación, pero para tiempos diferentes. Porque el Gobierno hablaba para el futuro, mientras que sectores como el que representa Vargas Lleras hablaban para el hoy.


    El caso es que en Colombia sí hubo en ese momento un choque grande entre reformismo y ruptura. Como era de esperarse, casi todo el debate nacional se concentró específicamente en las reformas sociales. Porque en el caso de otras iniciativas, también oficiales, si bien había mucho debate, en el fondo parecía claro que no tocaban la esencia de determinado sistema. Un ejemplo de ese matiz que tomó el debate es la ley de Paz Total, o prórroga de la ley de Orden Público. La iniciativa traía consigo, además de los tradicionales procesos de paz, las condiciones del sometimiento o acogimiento a la justicia. Era, sin duda, una apuesta interesante y disruptiva, aunque no inédita. Las controversias y cuestionamientos, entonces, se centraron en si la iniciativa iba a funcionar o no, y hasta dónde debían darse prebendas para el sometimiento, entre otros asuntos.


    Pero ocurría algo diferente con las reformas sociales, porque sí tocaban la esencia del sistema; más adelante vamos a analizar con detalle la suerte de las reformas, porque algunas no superaron el trámite, pero por ahora es clave identificar el contexto en el que el país empezó a dar ese debate.


    Por un lado, pesó el hecho de que algunos integrantes de las fuerzas políticas tradicionales tienen por costumbre transar sus posiciones por puestos burocráticos y contratos —una práctica que siempre funciona en el Congreso y que le sirve al Ejecutivo para lograr el apoyo a los diferentes proyectos—. Así fue en el trámite de muchas reformas en gobiernos anteriores, aunque hay que reconocer que muy rara vez eran proyectos en asuntos tan profundos como se planteaba ahora.


    El caso es que, esta vez, esos integrantes de las fuerzas tradicionales, o muchos de estos sectores, a pesar de recibir estas prebendas, no acompañaron las reformas y rápidamente los discursos se acomodaron. Debe tenerse en cuenta que no todos los que votaron en contra o a favor recibieron prebendas, sino que existe un sector del Congreso que siempre se ha movido en esas dinámicas.


    Una evidencia de lo anterior puede ser el escándalo de la UNGRD —caso judicial en el que ahondaremos en extenso algunas páginas más adelante— y la configuración de las coaliciones en la primera legislatura de la era Petro que permitió, aparentemente, un avance parcial de ciertas propuestas del Gobierno.


    También se presentaron fracturas en algunos de los sectores llamados a dar los debates para configurar las reformas. Ocurrió, por ejemplo, en el sector salud, donde, previo a la radicación del proyecto, había consenso en que era necesaria una reforma profunda a las Empresas Prestadoras de Salud (EPS), al punto de que eran aceptadas las voces que pedían su total eliminación, o las críticas al modelo de integración vertical.


    El problema fue que rápidamente estos cuestionamientos desaparecieron y el debate mutó a dos posiciones radicales: mantener el sistema como está o cambiarlo. Apenas una o dos propuestas alternativas se pusieron sobre la mesa.


    Aquí el análisis no pasará por emitir juicios en torno a las reformas sociales —o por ubicarse en uno de esos extremos—, la propuesta es hacer una descripción de las reformas acompañada de las opiniones que hay sobre las mismas, porque cuando el foco se pone en las distintas argumentaciones, queda claro que hay un sector que, literalmente, no quiere aprobar ninguna reforma, ni cambiar nada.


    El exvicepresidente Vargas Lleras es el mejor expositor de esa estrategia. Ninguna reforma le gustó, las atacó toda, incluidas las que más consensos lograron: la pensional o la de educación. Sobre esta última decía lo siguiente:


    Esta reforma, de ser aprobada, creará una expectativa que no se va a cumplir. Puro populismo, más engaños y frustración. Oculta tras las intensas discusiones de las reformas de la salud, pensional, laboral, agraria y otras tantas, va caminando la ley estatutaria de educación. Ya entró a su tercer debate en Comisión Primera del Senado, lo cual resulta alarmante dados los importantes señalamientos y críticas que ha recibido de la academia y voces muy autorizadas del sector que piden una revisión a fondo del proyecto. (Vargas Lleras, 2024, 25 de mayo)


    Con la reforma pensional ocurrió algo similar. Fue casi la misma que propuso la campaña del centro político en 2022 y, además, contaba con estudios y análisis de centros de investigación y expertos que habían propuesto ese modelo de un sistema de pilares. Sin embargo, mediáticamente, este proyecto también se transformó en un debate de sí o no, con pocos puntos medios. Fue otro de los temas en los que Vargas Lleras dejó ver su furia:


    Muy irresponsable el Gobierno y también el Parlamento al no haber aprovechado este proyecto para discutir la edad de pensión o para modificar la tasa de reemplazo o para ocuparse de los regímenes especiales, que quedaron cubriendo a más de un 30 % de la población con costos que sabemos enormes, pero que el Gobierno ni siquiera quiso cuantificar. Ni hablar de la irresponsabilidad fiscal que imperó en todo el trámite de la reforma. Pero al parecer, todos quedaron satisfechos con el resultado. Del Gobierno y sus bancadas lo entiendo, de los partidos que se opusieron en un principio y luego se doblegaron, solo ellos resolverán sus problemas de conciencia, pero tengo que decir con toda franqueza que mi mayor sorpresa provino del silencio cómplice y, diría yo, complaciente de Asofondos, del doctor Montenegro y de los fondos de pensiones allí agrupados. (Vargas Lleras, 2024, 22 de junio)


    Otras voces en los espacios de análisis de los medios de comunicación presentaban un contraste a esas ideas. Álvaro Forero Tascón, por ejemplo, fue uno de los que resumió muy bien la dinámica de estas reformas profundas:


    Para cumplir con su promesa de cambio, combinó las medidas anteriores con unas propuestas de reformas audaces a sistemas con graves problemas de financiamiento y equidad, como el de pensiones y el de salud. Quizás para evitar el hundimiento de reformas de salud tímidas en los gobiernos Santos y Duque, planteó una reforma muy ambiciosa. Aunque mantuvo la oferta de negociación sentándose a discutir la reforma con los jefes de los partidos, cosa que no hacían los gobiernos anteriores, que preferían negociar al menudeo con los congresistas, las negociaciones fracasaron porque los partidos defendieron duramente el sistema actual y rechazaron todo cambio de fondo. (Forero Tascón, 2024, 17 de marzo).


    Por su parte, Héctor Riveros apeló en uno de sus textos a la ciudadanía que no se ubica en ningún extremo, y menos a favor de bloqueos, y logró poner el foco en uno de los temas que tiempo después regresaría al debate: la posibilidad de convocar la ciudadanía a que decida sobre las reformas en cualquiera de los mecanismos que hay para que sea el pueblo el que decida:


    Sería razonable pensar que la mayoría de la ciudadanía no está en los extremos políticos y, después del largo debate que ha habido alrededor de los temas de salud, pensiones, laboral, ya se debe saber de qué lado está la gente. A esa mayoría no le sirve el bloqueo y quizás pueda hacerle saber al gobierno que, dado que Petro lo ha dicho con claridad, incluso en el mismo discurso en el que propuso la Constituyente, que no está dispuesto a hacer concesiones ni a encontrar un punto intermedio, que le acepta el desafío, que no va a esperar a que él convoque a la ciudadanía porque no tiene cómo, pero que en cambio los ciudadanos tienen cómo o por lo menos esa fue la promesa del 91 y sería bueno probarla. (Riveros, 2024, 16 de marzo)


    Pero, a diferencia de otros gobiernos, el de Petro, con cada derrota en el Congreso, no se quedaba atrás; por el contrario, iba más adelante. Esa actitud la explica Forero Tascón:


    Si algunos tenían dudas sobre si el enfrentamiento agrio con Gustavo Petro lo detendría, lo doblegaría o bloquearía sus políticas, la reacción del presidente al hundimiento de la reforma a la salud mostró que no. Que, al contrario, lo radicalizó, ya no solo en el discurso, sino en el ejercicio del poder presidencial. En algunos era una duda ingenua. En una columna de hace 10 meses decía: “Quienes cantan victoria porque bloquearon la discusión de la reforma […] en el Congreso olvidan que eso solo genera presiones al Gobierno para que adopte algunas de las medidas por decreto. Muchas cosas no se pueden hacer por decreto, pero muchas sí”. (Forero Tascón, 2024, 15 de abril)


    La situación de bloqueo y confrontación en el Congreso de la República se replicó rápidamente en la sociedad colombiana, es decir, la polarización creció. Con esto, el Gobierno mantenía agitada su base dura y activos a sus militantes políticos. Pero la oposición también se hizo más fuerte porque descubrió lo mismo. Al final, el problema sería para las voces más conciliadoras y aquellos que no se marcaban en ninguno de los dos lados.


    Con el pasar de los meses, la militancia fue el común denominador. Incluso, las figuras con protagonismo permanente en medios de comunicación empezaron a mostrar esa militancia política sin ninguna vergüenza. En las mesas de análisis de los programas de la mañana, en columnas de opinión, en publicaciones en las redes sociales, algunos periodistas y líderes de opinión no tuvieron problema en demostrar quién era el más antipetrista de todos.


    Pero, como se diría popularmente, todo el mundo peló el cobre. Porque el Gobierno, por su parte, no dudó en responder a ese ambiente de opinión que no le era favorable. En los mismos días de la primera crisis ministerial —marcada por la salida de los ministros que llevaban la contraria: Alejandro Gaviria, de Educación; Cecilia López, de Agricultura, y José Antonio Ocampo, de Hacienda—, Petro nombró nueva cúpula en RTVC, después de casi un año de interinidad en los medios públicos, porque desde su llegada a la Presidencia no había nombrado gerente en esa entidad. Los canales y emisoras de radio del Estado cambiaron de línea editorial y se convirtieron en un sistema progobierno.


    Todo este viraje en los medios del Estado se dio en medio de una paradoja. Porque la modernización de RTVC se consolidó, precisamente, en el gobierno anterior, el de Iván Duque. En ese momento, el presidente utilizó la televisión pública para comunicar sobre las cifras, urgencias y medidas de la pandemia, una decisión muy criticada porque fue tal la sobreexposición y tanto el uso del espacio de televisión pública, que el asunto ya rayó en la propaganda a favor de Duque y sus funcionarios.


    En ese momento, fue el mismo Duque quien dio el visto bueno para que se creara el primer noticiero en la televisión pública, con una inyección importante de recursos —nunca, en gobiernos anteriores, había progresado esa idea—. Las voces críticas en ese momento fueron inmediatas, porque se presumía que ese noticiero iba a ser un aparato de propaganda.


    La paradoja fue que ese noticiero en funcionamiento, y con cierto posicionamiento en la audiencia, y la Radio Nacional de Colombia —la red de radio más grande del país, con una cobertura única y que llega a donde otras emisoras comerciales jamás se han oído— fue la infraestructura en la que Petro montó su mayor difusor y contrapunto de los medios tradicionales, como ya había sucedido con Canal Capital en su alcaldía (Merchán et al., 2024, 14 de octubre).


    EL MÉTODO


    Sobre el método de las reformas, el Gobierno construyó percepciones muy claras, y se movió en medio de otras —aunque no siempre realistas, desde un punto de vista objetivo, porque lo que ocurría en la realidad resultaba contradictorio—. Veamos algunos ejemplos.


    La percepción es que el presidente Petro es intransigente y no negocia; como veremos, para el caso de las reformas no fue tan así, aunque para el debate político sí lo era. Otra percepción se circunscribe a la personalidad del presidente, calificada de confrontativa. La tercera percepción era que el establecimiento tradicional, o las viejas élites, no querían ningún cambio y por eso no negociaban nada. Y la cuarta percepción —que tal vez sea la más realista de todas— es que el objetivo de Petro desde el inicio de su Gobierno ha sido controlar la agenda mediática, con una estrategia ya definida: ponerse duro al principio para luego ir soltando.


    Es común leer sobre esas cuatro percepciones en columnas de opinión, o escuchar argumentos en torno a ellas en medios de comunicación. Pero luego de tres años, y de haber analizado los resultados de las propuestas del Gobierno en el Congreso de la República, el método del presidente tiene una base que es posible identificar.


    Por un lado, una estrategia de apostar duro e ir por cosas grandes, para luego devolverse hasta donde le dé o le alcance el aire. Es decir, no se plantean negociaciones pequeñas, sino que se plantean apuestas fuertes, disruptivas y, en algunos casos, hasta irrealizables. Pero luego abre la puerta de la negociación y comienza a retroceder hasta donde las circunstancias políticas lo permitan.


    Veamos dos ejemplos de lo anterior. El primero, y tal vez el más claro, fue la reforma tributaria. Comenzó con una apuesta de, por lo menos, 8 billones de pesos más de los que al final se lograron en la aprobación final. El presidente comenzó siendo muy duro y luego fue retrocediendo. Así lo resumió la BBC:


    En campaña, Petro propuso una reforma que recaudara 50 billones de pesos (unos US$10.000 millones) adicionales para el Estado, pero el 8 de agosto se presentó una que buscaba recoger la mitad, un 1,8 % del PIB. Finalmente se aprobó una reforma que —de 2023 en adelante— le dará 20 billones adicionales al Estado (US$4.000 millones), un 1,2 % del PIB de más que ayudará a cerrar el enorme déficit fiscal —de 6 %— que genera preocupaciones en los mercados internacionales y está detrás, entre otras cosas, de la reciente devaluación del peso colombiano. (Pardo, 2022, 4 de noviembre)


    Al final, luego de la revisión de la Corte Constitucional, el recaudo quedó en cerca de 14 billones, pues el impuesto más importante a las petroleras no fue declarado exequible. Aun así, una reforma tributaria común era de entre 6 a 8 billones y, en esta, salió del Congreso una de 20 billones. La estrategia fue apostar duro, llevar las cosas al extremo en lo mediático y, luego, comenzar a retroceder hasta lograr un punto de equilibrio entre sus aspiraciones y el resultado.


    El otro ejemplo de esta estrategia fue la reforma pensional. En ese proyecto también se comprueba el método. Inicialmente, se dijo que la barrera para los aportes directos a Colpensiones debía ser de cuatro salarios mínimos; los partidos tradicionales y Asofondos hablaban de un salario mínimo o máximo un salario y medio. La discusión se estancó por varias semanas, hasta que el presidente citó a parte de la bancada liberal de Senado al Palacio de Nariño; allí, Petro les manifestó a los senadores que el umbral debían subirlo a cuatro salarios mínimos y estalló un debate impresionante, pues estos ponían el umbral en 1,5 salarios mínimos. La presión llevó a que la reunión fuera tensa por más de dos horas.


    Los senadores manifestaban que era importante llegar a un acuerdo y que dicho acuerdo no se modificara en la Cámara de Representantes, donde el Gobierno, para ese momento, tenía mayorías más sólidas. Así, al final, quedó en 2,3 salarios mínimos, cifra que salió de una conversación previa con el Partido de la U.


    Pertinente, entonces, recordar hacia dónde se movieron las opiniones después de los avances en el Congreso de la pensional. El exvicepresidente Germán Vargas Lleras se mostró en abierto desacuerdo:


    A lo largo de este último año, los fondos de pensiones estuvieron activos en precisar a la opinión pública y en el Congreso los inconvenientes de la reforma […] oh, sorpresa, cuando en esta última votación tan solo el Centro Democrático, Cambio Radical y algunos parlamentarios se abstuvieron de votar la reforma en los días previos, nadie volvió a mencionar nada. Es curioso que en la plenaria de la Cámara no se introdujeran modificaciones ni hubiera discusiones y simplemente se acogiera de manera bien inconstitucional el texto. […] Bien inconveniente por las facultades extraordinarias que se le dan al presidente para llegar a cerca de tres millones de personas mayores que nunca han ahorrado un peso a través de subsidios.


    También aseguró que, antes de esta reforma, los fondos recibían un 0,3 % de comisión, el cual fue elevado a 0,7 %, así que: “Sin duda se van a incrementar y este numeral no estaba en el proyecto original, sino que fue introducido” (Vega, 2024, 24 de junio).


    Héctor Riveros, refiriéndose a la reforma pensional, escribió:


    Esa no es la reforma que quisiera el presidente Gustavo Petro. Es la reforma posible, no la del gobierno, que, como lo dijo abiertamente la semana anterior la ministra Gloria Inés Ramírez, si fuera por ellos propondrían un sistema totalmente público y acabarían con los fondos privados de pensiones. Es un debate ideológico, en el que todos tienen parte de razón y cada uno puede echar mano de experiencias exitosas y fracasadas de uno u otro modelo. Hay un consenso sobre las debilidades del sistema actual: pone a competir inconvenientemente los sistemas de ahorro individual y de prima media, subsidia injustamente pensiones altas, genera un fuerte impacto fiscal, tiene una muy baja cobertura y deja a casi todo el mundo insatisfecho. El sistema de pilares fue propuesto desde el Ministerio del Trabajo, por Rafael Pardo, hace más de diez años y ha sido avalado por organismos internacionales. Fajardo y Ocampo lo presentaban como absolutamente justo y necesario. (Riveros, 2024, 26 de mayo)


    La reforma pensional es la misma que propuso el denominado centro político, no hay nada radical o diferencial; de hecho, solo con mirar el programa de gobierno de Sergio Fajardo se ve la reforma de los famosos tres pilares. Tal vez, el debate sí estaba en el umbral de los salarios. Pero, ante la opinión pública, hubo una radicalización importante.


    Con la ley de Jurisdicción Agraria pasó exactamente lo mismo. Incluso, los senadores de oposición la votaron luego de lograr acuerdos, aunque se había vendido como la ley de la expropiación, lo cual era abiertamente falso. En todo caso, no siempre salió bien esta estrategia de apostar duro para luego retroceder.


    La otra parte del método es mantener la agenda política controlada con grandes anuncios, a veces confusos o radicales, los cuales luego de unas semanas o meses quedan de un lado y comienza el mismo ciclo con nuevos anuncios. Es posible identificar varios momentos en los que ocurrió esto. Los de mayor debate político fueron la posibilidad de una constituyente, de la que luego también se habló con el juego de palabras de poder constituyente y la llamada a la consulta popular.


    La primera situación se comenzó a alimentar poco antes del primer año de Gobierno. La salida de Roy Barreras y Alexander López del Congreso de la República, por decisiones del Consejo de Estado, más los procesos en el mismo tribunal contra otros miembros del Pacto Histórico, crearon la percepción de que había una persecución política, idea que se acentuó aún más cuando, en un primer momento, salió un fallo que decía que la primera vicepresidencia del Senado era para minorías y no para partidos de gobierno. La cosa era absurda, pues en el periodo de Iván Duque el partido Centro Democrático obtuvo también la vicepresidencia y nadie les dijo nada. En la tabla 1 se resumen las mesas directivas para evidenciar la comparación.


    El caso es que fueron varias situaciones las que se sumaron para acentuar dicha percepción de persecución política y que sostuvieron la tesis del presidente, fue su principal argumento durante varios meses: que se cernía sobre él un golpe blando. Concepto que hace referencias a derrocamientos como los que se presentaron en décadas pasadas, en Colombia y en el continente, pero no por una vía de fuerza o armada, sino a través de estrategias de otro tipo, como los supuestos bloqueos que Petro acusaba, entre otros.


    
      Tabla 1. Mesas directivas de Senado y Cámara (2018-2022)


      
        
          

          

          
        

        
          
            	
              Primer año legislativo (2018-2019)

            
          


          
            	

            	
              Senado

            

            	
              Cámara

            
          


          
            	
              Presidente

            

            	
              Ernesto Macías (Centro Democrático)

            

            	
              Alejandro Carlos Chacón


              (Partido Liberal)

            
          


          
            	
              Primer vicepresidente

            

            	
              Eduardo Pulgar (Partido de la U)

            

            	
              Atilano Alonso Giraldo


              (Cambio Radical)

            
          


          
            	
              Segundo vicepresidente

            

            	
              Angélica Lozano (Alianza Verde)

            

            	
              Inti Raúl Asprilla


              (Alianza Verde)

            
          


          
            	
              Secretario general

            

            	
              Gregorio Eljach Pacheco

            

            	
              Jaime Luis Lacouture

            
          


          
            	
              Subsecretario

            

            	

            	
              Norbey Marulanda Muñoz

            
          


          
            	
              Segundo año legislativo (2019-2020)

            
          


          
            	

            	
              Senado

            

            	
              Cámara

            
          


          
            	
              Presidente

            

            	
              Lidio García Turbay (Partido Liberal)

            

            	
              Carlos Alberto Cuenca (Cambio Radical)

            
          


          
            	
              Primer vicepresidente

            

            	
              Honorio Henríquez (Centro Democrático)

            

            	
              Óscar Leonardo Villamizar


              (Centro Democrático)

            
          


          
            	
              Segundo vicepresidente

            

            	
              Alexander López Maya


              (Polo Democrático)

            

            	
              María José Pizarro


              (Decentes)

            
          


          
            	
              Secretario general

            

            	
              Gregorio Eljach Pacheco

            

            	
              Jaime Luis Lacouture

            
          


          
            	
              Tercer año legislativo (2020-2021)

            
          


          
            	

            	
              Senado

            

            	
              Cámara

            
          


          
            	
              Presidente

            

            	
              Arturo Char Chaljub (Cambio Radical)

            

            	
              Germán Blanco (Partido Conservador)

            
          


          
            	
              Primer vicepresidente

            

            	
              Jaime Enrique Durán (Partido Liberal)

            

            	
              Astrid Sánchez Montes (Partido de la U)

            
          


          
            	
              Segundo vicepresidente

            

            	
              Griselda Lobo


              (Comunes)

            

            	
              Carlos Germán Navas (Polo Democrático)

            
          


          
            	
              Secretario general

            

            	
              Gregorio Eljach Pacheco

            

            	
              Jaime Luis Lacouture

            
          


          
            	
              Cuarto año legislativo (2021-2022)

            
          


          
            	

            	
              Senado

            

            	
              Cámara

            
          


          
            	
              Presidente

            

            	
              Juan Diego Gómez (Partido Conservador)

            

            	
              Jennifer Arias (Centro Democrático)

            
          


          
            	
              Primer vicepresidente

            

            	
              Maritza Martínez (Cambio Radical)

            

            	
              Carlos Ardila (Partido Liberal)

            
          


          
            	
              Segundo vicepresidente

            

            	
              Iván Leonidas Name


              (Alianza Verde)

            

            	
              Luis Alberto Albán (Partido Comunes)

            
          


          
            	
              Secretario general

            

            	
              Gregorio Eljach Pacheco

            

            	
              Jaime Luis Lacouture

            
          

        
      


      Fuente: Elaboración propia.

    


     


    Esa era la línea argumental del presidente, enfocada, por ejemplo, en el estancamiento de las reformas en el Congreso de la República y que, al final, llevaría al hundimiento de la primera reforma a la salud presentada por el Gobierno en la Comisión Séptima del Senado de la República. Esa misma Comisión sería angular en la relación entre Petro y el legislativo, según se vería años después, en momentos cruciales como el archivo de la reforma laboral, en marzo de 2025, que causó la segunda situación. Pero desde tiempo atrás, en ese momento de quiebre determinado por el hundimiento de la reforma a la salud, después, como en un efecto dominó, quedaron también paralizadas la reforma laboral, la jurisdicción agraria e incluso muchas pequeñas reformas que no deberían haber tenido mayor debate.


    A eso se sumaban las versiones que ya mencionábamos: que el presidente daba órdenes y algunos mandos medios en los Ministerios no las cumplían y hasta las saboteaban. Con un elemento adicional, que envileció aún más el debate. Sectores de la extrema derecha, en oposición radical, no dudaron en pedir de frente el derrocamiento del Gobierno, como cuando un directivo gremial de los militares retirados hizo el llamado a defenestrar al presidente de la República.


    Los acontecimientos empezaron a configurarse en una misma línea argumental que después quedó contenida en esa idea de golpe blando. Con momentos donde el presidente tuvo argumentos sólidos para hablar de golpe blando o, al menos, sabotaje, porque, desde su punto de vista, no lo querían dejar gobernar. Uno de esos momentos fue la investigación en el Consejo Nacional Electoral (CNE) por la financiación de la campaña Petro presidente. Desde el punto de vista del equipo político y jurídico que acompaña a Petro, el CNE podía investigarlos a todos, menos al presidente, cosa en la que, además, coincidían varios expertos y juristas, desde orillas independientes.


    En ese momento, los anuncios desde el Palacio de Nariño dejaron de lado la constituyente y se enfocaron en el golpe blando. Revisar y constatar los argumentos del Gobierno para justificar una constituyente y luego un golpe blando permite identificar coincidencias. Nunca hubo un proyecto escrito sobre Asamblea Nacional Constituyente, tampoco hubo intentos de reuniones ampliadas para socializar, al menos, la idea. Además, el presidente rápidamente giró del concepto de Constituyente al de poder Constituyente, lo cual suena muy parecido, pero son cosas muy diferentes.


    Pero en medio de ese ambiente poco concreto, de muchas opiniones cruzadas y de tantas propuestas en torno a un mismo tema, el mundo político entró en convulsión. Álvaro Forero, en una de sus columnas, resumía muy bien la situación:


    Una propuesta de constituyente, cuando no es consensuada, desquicia un sistema político y congela buena parte de la vida de un país.


    La pregunta es: ¿por qué llegamos a esta situación tan extrema? Unos consideran que con Petro era inevitable; otros, que la hizo inevitable la polarización feroz.


    Los opositores de Petro consideran que la constituyente fue siempre su intención para quedarse en el poder. Parten de la tesis del castrochavismo: que las izquierdas de los países andinos son todas inspiradas en Hugo Chávez. O dicen que el problema es la personalidad de Gustavo Petro —que conciben como autoritaria—, a quien siguen considerando un revolucionario que cambió las armas por los votos para subvertir la Constitución. Estiman que con Petro solo cabe enfrentarlo ciegamente para evitar que logre sus objetivos y que es posible hacerlo con éxito porque comete muchos errores. Ven en las encuestas, los escándalos y la falta de grandes transformaciones evidencia de que por fin lograrán atajar a Petro, que los ha derrotado siempre por usar esa estrategia.


    Algunos petristas piensan que la constituyente es una defensa contra el complot que adelanta la derecha para frenar los cambios y, al igual que los opositores, que la estrategia existió desde el primer día y fue una ingenuidad de Petro intentar llegar a acuerdos al principio de su administración. (Forero Tascón, 2024, 10 de junio)


    Pasado el tiempo sabemos que el tema de la constituyente no fue otra cosa que una herramienta conceptual para el debate político. Pero, en la vida real, nunca existió ningún documento sobre la misma. Parece que el presidente entendió rápidamente que, con este discurso, controlaba la agenda mediática, además de ponerlo a la ofensiva política.


    Para ese momento, el presidente Petro estaba pensando en una democracia en la calle y por eso convocó varias manifestaciones, con un momento de inflexión claro e identificable que inició con los llamados balconazos y que luego se materializó en manifestaciones, transmitidas en directo por la televisión pública. En ese momento, los sectores de la oposición le siguieron el juego. En las regiones se comenzaron a constituir comités agrarios y otras formas organizativas locales. La oposición hizo lo mismo.


    Algunos viejos políticos que habían expresado su deseo de hacer una constituyente se espantaron ante cualquier signo de organización local. Pero el exvicepresidente Vargas Lleras fue uno de los pocos que públicamente apoyó la idea de una constituyente y anunció que le gustaría medirse en fuerzas con el presidente. Más exactamente manifestó lo siguiente:


    A la creación de la Casa del Poder Constituyente campesino en San Antonio de Palmitos seguirán aquellas de los demás poderes constituyentes, al igual que en la Venezuela de Maduro: la del Constituyente estudiantil, la del Constituyente pensionado, la del Constituyente pescador, indígena, sindicalista, etc.


    La invitación que muchos le aceptamos a Petro es precisamente a medir fuerzas, pero dentro de la institucionalidad y en democracia, y aun cuando reconozco que estamos en franca desventaja frente a un gobierno que ya entró de lleno en modo campaña electoral, como tuvimos oportunidad de apreciarlo desde su lanzamiento en Puerto Resistencia, en Cali, y esta semana en Tierralta, San Onofre y San Antonio de Palmitos, en la costa Caribe. Y así seguirá los dos largos años que le quedan de gobierno destruyéndolo todo a nombre de un pueblo que no lo reconoce ni lo acompaña y que mucho lo sufre. Lo que nos espera como país es preocupante, pues a la proverbial incompetencia del Gobierno se sumará ahora la total distracción de los funcionarios en campaña. Anticipo que del paso de Petro por la Presidencia no quedará ninguna obra relevante. Eso debieron haberlo contemplado los que votaron por Petro a sabiendas de lo que había representado su paso por la Alcaldía de Bogotá. (Vargas Lleras, 2024, 30 de marzo)


    Fue así como el concepto de constituyente, que luego pasó al de poder constituyente, rápidamente se migró al de golpe blando, motivado por lo que pasaba en el CNE. El tono del presidente subió de manera considerable en ese momento del debate. Pero era eso, precisamente, parte de su estrategia. Así lo identificaron columnistas como Héctor Riveros, que explican los propósitos de las arengas presidenciales:


    El presidente Petro ha exagerado en relación con las eventuales consecuencias de que el Consejo Nacional Electoral eleve un pliego de cargos en contra de su campaña por eventuales irregularidades en las cuentas de la misma [sic]. Sabe que esa es una especie de espada de Damocles que pende sobre su cabeza. Tiene claro que formalmente eso podría llevarlo a tener que dejar la presidencia, porque, en caso de comprobarse violación de los topes y de poder atribuírsele responsabilidad por esos hechos, la Constitución dispone que lo que procede es la pérdida de investidura.


    El tema no es menor, por eso Petro no para de “denunciar” un golpe de Estado y sus discursos le sirven porque sus contradictores, incluso los que lo han denunciado por esos hechos, se precipitan a señalar que al presidente hay que dejarlo terminar su período, aunque esperan que el CNE avance en las investigaciones, no tanto para que haya sanción, que ya han dicho que no la quieren, sino por debilitar al gobierno.


    El propósito de la arenga presidencial es inhibir al CNE a avanzar con la investigación, probablemente lo logre porque hay recursos jurídicos pendientes y porque la regla de mayoría calificada para tomar las decisiones al interior del organismo dificulta resolver en algún sentido […]. Él lo sabe, pero en este tema no quiere dejar nada al azar porque teme que un Congreso en el que no tiene mayoría use eso para aumentar la presión sobre su gobierno. (Riveros, 2024, 15 de septiembre)


    Nuevamente, como en el caso de la constituyente, el tema de golpe blando era una herramienta para el debate político, porque no se comprobaron indicios sobre la realidad o la posibilidad de que quisieran tumbar al presidente. Lo que había era un saboteo institucional para que no se avanzara en nada, pero eso no es un golpe de Estado; es lo que sucede normalmente en democracias polarizadas, un sistema de vetos en el que nada cambia.


    En fin, de Constituyente a poder Constituyente para pasar al golpe blando y terminar en 2025 con el llamado a una consulta popular, los cuatro momentos de la agitación política en lo que va de Gobierno y que determinarían lo que vendría después.


    La principal conclusión del Gobierno Petro es que su definición no es precisamente que sea el primero de izquierda, que efectivamente lo es, tampoco que sea gobierno de única oportunidad, que, también, lo es. La mejor definición es que es un gobierno de ruptura.


    
      
        1 “El computador de Palacio” es una expresión que se utiliza para hacer referencia al control de la burocracia entregada; es decir, las cuentas que llevaba el Gobierno de los puestos que entregan a los partidos y a los congresistas individualmente. Las personas encargadas de llevar el computador de Palacio manejan un registro de toda esta repartija política, mediante un listado minucioso de enlaces que tienen en cada una de las entidades públicas que pertenecen al Estado.

      


      
        2 La ejecución se entiende por la recepción de los bienes y servicios por los que el Estado pagó, la materialización de los recursos en algún bien o servicio.
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